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Resuelve el Despacho la aprobación o improbación de los términos del acuerdo conciliatorio celebrado  entre los señores AMPARO BELTRAN GAMBOA, en nombre propio y en representación de su hija menor ELIZABETH RESTREPO BELTRAN; JUAN PABLO RESTREPO BELTRAN en nombre propio y en representación de su hija MARIA FERNANDA RESTREPO; ANGELICA MARIA UZCATEGUI en nombre propio y en representación de su hijo JUAN MANUEL ORTIZ; LUZ KARIME USCATEGUI BELTRAN en nombre propio y en representación de su hijo FRANCISCO ALEJANDRO HERRERA USCATEGUI con EMPRESAS PÚBLICASD DE MEDELLIN E.S.P. y la sociedad SERVICIOS AMBIENTALES Y GEOGRAFICOS S.A. –S.A.G. S.A.-. 
ANTECEDENTES
Los señores AMPARO BELTRAN GAMBOA, en nombre propio y en representación de su hija menor ELIZABETH RESTREPO BELTRAN; JUAN PABLO RESTREPO BELTRAN  en nombre propio y en representación de su hija MARIA FERNANDA RESTREPO; ANGELICA MARIA UZCATEGUI en nombre propio y en representación de su hijo JUAN MANUEL ORTIZ y LUZ KARIME USCATEGUI BELTRAN en nombre propio y en representación de su hijo FRANCISCO ALEJANDRO HERRERA USCATEGUI, por conducto de apoderado judicial debidamente constituido para el efecto, presentaron solicitud de conciliación prejudicial ante el Procurador Delegado para la Jurisdicción Contencioso Administrativa, con el propósito de que EMPRESAS PÚBLICAS DE MEDELLÍN E.S.P., proceda a celebrar un acuerdo con ocasión de los perjuicios irrogados a los demandantes a causa de la muerte del señor FRANCISCO JAVIER RESTREPO SANCHEZ. 
Fundamenta su petición en los hechos que se resumen de la siguiente manera:

Indica que el señor FRANCISCO JAVIER RESTREPO SÁNCHEZ, nació el 24 de mayo de 1963; que en el 2006 contrajo matrimonio con la señora AMPARO BELTRAN GAMBOA con quien había convivido desde muchos años antes, y donde procrearon a sus hijos JUAN PABLO RESTREPO BELTRÁN y ELIZABETH RESTREPO BELTRÁN. 
Que la señora AMPARO BELTRAN GAMBOA es además madre de ANGELICA MARIA UZCATEGUI BELTRAN y LUZ KARIME USCATEGUI BELTRÁN, quienes desde sus primeros años de vida fueron acogidas con amor y absoluta responsabilidad moral y económica por quien en adelante fue su padre, FRANCISCO JAVIER RESTREPO SÁNCHEZ. 

Informa que los menores MARIA FERNANDA RESTREPO DIAZ, JUAN MANUEL ORTIZ UZCATEGUI y FRANCISCO ALEJANDRO HERRERA USCATEGUI, eran los nietos del señor FRANCISCO JAVIER RESTREPO SÁNCHEZ, independientemente del vínculo de sangre o de crianza que frente a este existía.  

Que el grupo familiar, conformado por los anteriormente mencionados siempre ha mantenido excelentes relaciones de afecto, convivencia y solidaridad. 

Como hechos constitutivos de las acciones y omisiones, refiere que: 

El señor FRANCISCO JAVIER RESTREPO SÁNCHEZ, se desempeñaba laboralmente como auxiliar de hidrometría en la empresa SAG S.A, la cual era contratista de EMPRESAS PUBLICAS DE MEDELLIN E.S..P. 

La respectiva investigación adelantada por la ARL, a la cual se encontraba afiliada la víctima, da cuenta que el día 24 de octubre de 2013, siendo aproximadamente las 11:50 am, el señor FRANCISCO JAVIER RESTREPO SANCHEZ se encontraba desenrollando actividades de aforo sobre una tarabita ubicada sobre el Rio Porce en inmediaciones de la zona de Descargue 2, cuando el anclaje de la margen izquierda se rompió, generando la precipitación de la tarabita, con sus ocupantes y equipos de trabajo a las aguas del río, cuyo cauce presenta altísimo volumen en atención a actividades de generación de energía eléctrica que se llevaban a cabo. 
La tarabita y su respectivo anclaje, son propiedad de las Empresas Públicas de Medellin y frente a los mismos la Aseguradora de Riesgos Laborales dentro de su informe expresó: 
“El anclaje que falla solo tenía un punto de soporte y a diferencia del anclaje de la margen opuesta no contaba con ninguna clase de respaldo o templete, del mismo modo se desconoce programa de mantenimiento preventivo o correctivo por parte de E.P.M. S.A. (E.S.P.) así como los diseños de este dispositivo”. 
Como hechos constitutivos del daño antijurídico causado, manifiesta:

Que la muerte del señor FRANCISCO JAVIER RESTREPO SÁNCHEZ, han causado a él y a sus parientes graves perjuicios morales subjetivos que, según criterio actual y vinculante del H. Consejo de Estado se tasan en SMLMV al momento de la providencia. Al mismo tiempo que se han configurado en cabeza de los solicitantes graves perjuicios por daño a la vida de relación, pues han privado a su núcleo familiar del normal desarrollo de las relaciones interpersonales, generando condiciones desfavorables a nivel social y familiar que los limitan en aquellas cosas del devenir de la vida que constituyen la cotidianidad de los individuos. 

Que a AMPARO BELTRAN GAMBOA y ELIZABETH RESTREPO BELTRAN en calidad de cónyuge e hija menor, respectivamente, se les han ocasionado PERJUICIOS MATERIALES en su dimensión de LUCRO CESANTE CONSOLIDADO Y FUTURO, al verse privadas de la ayuda económica que en adelante brindaría la víctima. 
Como hechos constitutivos de la relación de causalidad entre el daño antijurídico y las acciones y omisiones de la administración sostiene que el mismo tuvo ocurrencia el día 24 de octubre de 2013, dentro de las instalaciones de la Hidroeléctrica Porce II, de propiedad de las Empresas Públicas de Medellín, por la falta de mantenimiento de la estructura sobre la que desempeñaba sus labores la víctima. 
Admitida la solicitud de conciliación por parte de la Procuraduría 109 Judicial I,  mediante auto No 260 del 05 de mayo de 2014 y habiéndose calificado la misma, se fijó fecha para la celebración de la audiencia (folio 46); diligencia cuya celebración inició el 16 de mayo de 2014, y que fue aplazada por solicitud que presentó el apoderado de EPM E.S.P. con el fin de que se citara  “a las Sociedades SERVICIOS AMBIENTALES Y GEOGRAFICOS SAG y a la sociedad HIMAT-LU, en su orden contratista y subcontratista de EPM ambos, dada la vinculación de las personas fallecidas con la segunda de las mencionadas con interés dentro de la presente causa, la anterior solicitud con el fin de que en conjunto se analice la solicitud de convocatoria relacionada con la muerte del señor FRANCISCO JAVIER RESTREPO SANCHEZ …”. Aceptada la solicitud, se fijó nueva fecha; siendo programada para el 16 de julio de 2014, día en el que fue llevada a cabo la audiencia y en la cual se logró un acuerdo conciliatorio contenido en el acta No 395 (folios 58 a 59), con la siguiente manifestación de las partes: 
El apoderado de la parte convocada EMPRESAS PÚBLICAS DE MEDELLÍN E.S.P. expresó: 

“EPM en comité de conciliación celebrado el 20 de junio de 2014 acordó aprobar propuesta de conciliación en los siguientes términos: Se autorizó al apoderado de EPM para previo a formular propuesta y formalizar la misma ante el Ministerio Público buscar acercamiento orientado a la atención del evento con la Sociedad contratista SAG y con el subcontratista HIMAT-LU ambos vinculados dentro de la presente actuación. En esta tarea se hizo el correspondiente acercamiento con SAG y por cuenta de EPM con el asegurador del Riesgo CHUBB DE COLOMBIA, esta última aceptó amparar el riesgo de EPM dejándola por fuera de cualquier litigio que por esta situación se suscite. En este orden de ideas EPM se compromete a que una vez se apruebe la conciliación por parte de Juez competente pagará dentro de los treinta días siguientes a la presentación de la cuenta de cobro la suma de $112.133.813,oo, suma que equivale al valor del amparo… 

(…) Con el fin de dar claridad se precisa: Que la suma total a reconocer equivale al 70% de los perjuicios  morales pretendidos por AMPARO BELTRAN GAMBOA en calidad de cónyuge, ELIZABET RESTREPO BELTRAN en calidad de hija y JUAN PABLO RESTREPO BELTRAN en calidad de hijo y al 70% de los perjuicios materiales pretendidos en la modalidad de lucro cesante, suma que equivale a $102.698.429.oo partiendo de una base de $146.712.041.oo, respecto de las restantes pretensiones es menester solicitar a la apoderada a fin de poder dar viabilidad del presente acuerdo para que haga expresa renuncia de las mismas, entendiendo que la indemnización que se propone es plena y libera de toda responsabilidad tanto a EPM como a su contratista SAG S.A. igualmente  comprometido en la negociación.”
Posteriormente se le otorga el uso de la palabra al apoderado de SERVICIOS AMBIENTALES Y GEOGRAFICOS SAG, quien manifestó:

“SAG S.A. está dispuesto a cubrir con sus propios recursos la suma de $119.924.616.oo, con lo cual se totalizaría para las victimas una indemnización de $232.058.429.oo. Pagadera la suma de $119.924.616.oo, dentro de los 30 días después de aprobada la presente conciliación por los Jueces Contencioso Administrativos, y presentada la correspondiente cuenta de cobro por parte del apoderado de los convocantes. SAG S.A. se subroga frente a las víctimas en el derecho de reclamar por la suma que está asumiendo en virtud del presente acuerdo conciliatorio en contra del señor LUIS CALOS RESTREPO SANCHEZ, subcontratista de SAG S.A. y quíen fuera el empleador de FRANCISCO JAVIER RESTREPO SANCHEZ, fallecido en los hechos de que da cuenta la solicitud de conciliación.”
El apoderado de la SOCIEDAD HIMAT-LU manifiesta: 

“Hago la aclaración en el sentido de que LA SOCIEDAD HIMAT-LU citada a esta audiencia no existe como tal, sino que se trata de un establecimiento de comercio propiedad de la persona natural LUIS CARLOS RESTREPON SANCHEZ a quien represento en esta audiencia prejudicial, no tiene ningún ofrecimiento que hacer frente a las pretensiones de la parte convocante. ”
Tomando el uso de la palabra, la apoderada de la parte convocante, afirma:

“En mi calidad de apoderada de la parte convocante manifiesto que acepto la propuesta conciliatoria formulada y que expresamente desisto de toda pretensión que se formulara a nombre de: ANGELICA MARIA USCATEGUI BELTRAN, LUZ KARIME USCATEGUI BELTRAN, MARIA FERNANDA RESTREPO DIAZ, JUAN MANUEL ORTIZ USCATEGUI y FRANCISCO ALEJANDRO HERRERA USCATEGUI. Ello toda vez que así lo autorización los mismos”.
El Procurador Judicial ante el cual se celebró la audiencia, consideró que el acuerdo logrado cumplía los requisitos exigidos para la conciliación, en tanto la eventual acción contenciosa que se hubiere podido presentar no ha caducado, el acuerdo versa sobre derechos económicos disponibles por las partes, que tanto los convocantes como las convocadas se encuentran debidamente representados, el material probatorio aportado es suficiente para respaldar la conciliación lograda y que no se vulnera la ley ni resulta lesivo para el patrimonio público.
CONSIDERACIONES

La conciliación es uno de los mecanismos alternativos de solución de los conflictos previstos por nuestra legislación, consistiendo básicamente, como lo pregona el artículo 64 de la Ley 446 de 1998, en el instrumento a través del cual, dos o más personas gestionan sus diferencias, con la ayuda de un tercero neutral denominado conciliador. Luego, el elemento básico para que pueda entrar a actuar este medio de composición es que haya posiciones encontradas entre dos o más personas, de donde, emerge de modo irrefutable que no habiendo diferencias entre los extremos solicitante y solicitado la conciliación sale sobrando, no es y no puede ser el escenario actuante para ningún efecto, como quiera que el propósito que se sirve con ella no es otro distinto al de ser fuente de arreglo de eventuales o existentes disputas. 

Son conciliables los asuntos susceptibles de transacción, desistimiento y conciliación –art. 19 de la Ley 640 de 2001-, al igual que todos los demás que determine la Ley –art. 65 de la Ley 446 de 1998-. Y desde el punto de vista de sus efectos, se ha dispuesto que el acuerdo conciliatorio haga tránsito a cosa juzgada y que el acta de conciliación presta mérito ejecutivo.

Ahora bien, capítulo aparte en la Ley 23 de 1991, en la Ley 446 de 1998 y en la Ley 640 de 2001, merece el tema de la conciliación en materia contencioso administrativa, habiéndose previsto que pueden conciliar, total o parcialmente, en las etapas tanto prejudicial como judicial, las personas jurídicas de derecho público, a través de sus representantes legales o por conducto de apoderado, sobre conflictos de carácter particular y contenido económico de los que conozca o pueda conocer la jurisdicción de lo contencioso administrativo a través de las acciones de nulidad y restablecimiento del derecho, de reparación directa y contractuales, con la única salvedad en cuanto concierne al primer orden de acciones antes mencionadas en tanto no es posible, por mediar prohibición expresa, conciliar en asuntos de carácter tributario. Y obsérvese bien, que en todo caso, en la base de la conciliación subyace, como substrato absolutamente indispensable, un conflicto real y existente, que no habiéndolo o siendo el mismo fingido o aparente, la conciliación que se active es espuria e insano el eventual arreglo al que se llegue. 

No se olvide que la conciliación contencioso administrativa es siempre en derecho, como lo indica el artículo 3° de la Ley 640 de 2001, pues se realiza ante autoridades en cumplimiento de funciones conciliatorias, lo cual debe llamar la atención con reforzada intensidad frente al punto atinente al respeto que se debe en estos casos de manera muy especial, al principio de legalidad, como quiera que el juez administrativo es el guardián de la legalidad administrativa.  

En atención a lo estatuido en el artículo 59 de la Ley 23 de 1991, modificado por el artículo 70 de la Ley 446 de 1998, en concordancia con el artículo 23 de la Ley 640 de 2001, podrán conciliar, total o parcialmente, en las etapas prejudicial o judicial, las personas jurídicas de derecho público, a través de sus representantes legales o por conducto de apoderado, sobre conflictos de carácter particular y contenido económico de que conozca o pueda conocer la jurisdicción de lo contencioso administrativo, a través de las acciones previstas en los artículos 138, 140 y 141 del CPACA.

El artículo 161 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo-Ley 1437 de 2011, también contempló la conciliación prejudicial en materia contencioso administrativa en las demandas en que se formulen pretensiones relativas a nulidad y restablecimiento del derecho, reparación directa y controversias contractuales. Así mismo, se estableció la posibilidad de conciliar judicialmente las pretensiones una vez instaurado el proceso ordinario en ejercicio de los medios de control señalados en los artículos 138, 140 y 141 de dicha regulación, conforme se puede observar en el numeral 8° del artículo 180 ibídem.
Con relación a los supuestos para la aprobación de los acuerdos conciliatorios, se ha referido el Consejo de Estado, mediante providencia de fecha 26 de Marzo de 2009, M.P. Ramiro Saavedra Becerra, Exp. No.  2007-00014-01(34233), al exponer:
El artículo 70 de la Ley 446 de 1998 -que modificó el artículo 59 de la Ley 23 de 1991-, dispone que las personas jurídicas de derecho público podrán conciliar, total o parcialmente, a través de sus representantes legales o por conducto de apoderado, en las etapas prejudicial o judicial, sobre conflictos de carácter particular y contenido económico de que conozca o pueda conocer la jurisdicción de lo contencioso administrativo a través de las acciones previstas en los artículos 138, 140 y 141 del Código Contencioso Administrativo; también se podrá conciliar en los procesos ejecutivos de que trata el artículo 75 de la Ley 80 de 1993, siempre y cuando en éstos se hubieren formulado excepciones de mérito.

Por su parte, el artículo 73 ibidem –que le añadió el artículo 65A a la Ley 23 de 1991-, establece que la autoridad judicial improbará el acuerdo conciliatorio cuando no se hayan presentado las pruebas necesarias para ello, sea violatorio de la ley o resulte lesivo para el patrimonio público, teniendo en cuenta así mismo, que conforme a lo dispuesto por el parágrafo 2º del artículo 81 de la Ley 446 –modificatorio del artículo 61 de la Ley 23 de 1991-, no habrá lugar a conciliación cuando la correspondiente acción haya caducado; de acuerdo con lo anterior, los principales criterios que deben ser analizados para efectos de determinar la procedencia de la aprobación del acuerdo conciliatorio al que hayan llegado las entidades estatales, dentro o fuera de un proceso judicial, son:

1) Que las partes estén debidamente representadas y que estos representantes tengan capacidad para conciliar.

2) Que el acuerdo conciliatorio verse sobre acciones o derechos económicos disponibles por las partes.

3) Que la acción no haya caducado.
4) Que se hayan presentado las pruebas necesarias para soportar la conciliación, es decir, que respalden lo reconocido patrimonialmente en el acuerdo.

5) Que el acuerdo no sea violatorio de la ley 

6) Que el acuerdo no resulte lesivo para el patrimonio público.

En el caso concreto, el Despacho considera que se cumplen los presupuestos señalados para la aprobación del acuerdo conciliatorio, a saber: 

a) La debida representación de las partes: 
Se observa que el acuerdo conciliatorio fue suscrito por el apoderado de los convocantes, quien, según poder conferido, obrantes a folios 1 a 4, cuenta con amplias facultades para recibir, conciliar, transigir, sustituir, desistir, renunciar, reasumir y en general todas aquellas necesarias para el buen cumplimiento de su gestión.
Así mismo, no se discute que la entidad convocada EMPRESAS PÚBLICAS DE MEDELLIN E.S.P. se encuentra debidamente representada, en tanto quien suscribió el acta de conciliación fue el apoderado judicial general, debidamente constituido para el efecto por el representante legal de ésta, Señor Juan Esteban Calle Restrepo (fl 48-52).  Se advierte que el apoderado judicial cuenta con la facultad expresa para conciliar y el acuerdo al cual se llegó en el presente asunto, no es otro que el autorizado por el Comité de Conciliación y Defensa Judicial de la entidad, tal como obra en la documentación obrante a folios 54 del encuadernamiento, que fue allegada en original. 
Igualmente la sociedad SERVICIOS AMBIENTALES Y GEOGRAFICOS S.A. –S.A.G. S.A.- se encuentra debidamente representada, en tanto quien suscribió el acta de conciliación fue el apoderado judicial, debidamente constituido para el efecto por el representante legal de ésta, Señor Alejandro Aguilar Maya (fl 57 y 65 a 68).  Pues si bien ante la Procuraduría Judicial para asuntos administrativos no había sido aportado el certificado de existencia y representación legal de la sociedad, tal documento fue presentado ante esta Agencia Judicial mediante memorial de fecha 19 de septiembre de 2014 (fl. 65 a 68) en el cual se advierte que efectivamente en este funge como representante legal la misma persona que confirió el mandato al profesional del derecho que lo representó en la audiencia de conciliación. Se advierte así mismo, que el apoderado judicial de SAG S.A. cuenta con la facultad expresa para conciliar, transigir, recibir y en general todas aquellas necesarias para el buen cumplimiento de su gestión. 

b) Respecto de la materia sobre la cual versó el acuerdo 
Es claro para el Despacho que el acuerdo logrado, versó sobre la reparación del daño antijurídico, del cual se deriva  la posibilidad de accionar mediante el medio de control de Reparación Directa consagrada en el artículo 140 de la Ley 1437 de 2011 y que versa propiamente sobre derechos económicos disponibles por las partes, en tanto su indemnización es de carácter indemnizatorio. 
Lo anterior con ocasión del daño ocasionado por la muerte del señor FRANCISCO JAVIER RESTREPO SANCHEZ, mientras desarrollaba labores dentro de la Hidroeléctrica Porce II.
En este sentido, el acuerdo se centró en asuntos de naturaleza puramente patrimonial, derechos que son plenamente disponibles por las partes, dada la calidad misma de acción indemnizatoria, lo que en efecto se verifica que los derechos reclamados son de carácter económico y particular. El acuerdo logrado entre las partes se enmarca dentro del artículo 64 de la Ley 446 de 1998, es decir, que cumple con el requisito de ser un asunto susceptible de conciliación, transacción y desistimiento.
c) El respaldo probatorio dentro del expediente es suficiente: 
En tanto obran, entre otros, los siguientes medios acreditativos: 

· Registro civil de nacimiento del señor FRANCISCO JAVIER RESTREPO SANCHEZ (folio 5)

· Registro civil de defunción del señor FRANCISCO JAVIER RESTREPO SANCHEZ (folio 6)

· Registro civil de matrimonio de los señores FRANCISCO JAVIER RESTREPO SANCHEZ y AMPARO BELTRAN GAMBOA (folio 7)

· Registro civil de nacimiento de ELIZABETH RESTREPO BELTRAN (folio 8)

· Registro civil de nacimiento de JUAN PABLO RESTREPO BELTRAN (folio 9)

· Registro civil de nacimiento de ANGELICA MARIA UZCATEGUI BELTRAN (folio 10)

· Registro civil de nacimiento de LUZ KARIME USCATEGUI BELTRAN (folio 11)

· Registro civil de nacimiento de MARIA FERNANDA RESTREPO DIAZ (folio 12)

· Registro civil de nacimiento de JUAN MANUEL ORTIZ UZCATEGUI (folio 13)

· Registro civil de nacimiento de FRANCISCO ALEJANDRO HERRERA USCATEGUI (folio 14)

· Fotocopia de comunicación expedida por POSITIVA COMPAÑÍA DE SEGUROS  a LUIS CARLOS RESTREPO, en donde se informa al empleador de la víctima que el accidente fue calificado como de origen profesional (folio 15).

· Fotocopia del formulario de dictamen para determinación de origen del accidente, de la enfermedad y la muerte de POSITIVA COMPAÑÍA DE SEGUROS  (folio 16-18)

· Fotocopia de guía de envío de documentación por POSITIVA COMPAÑÍA DE SEGUROS al señor LUIS CARLOS RESTREPO (folio 19).

· Documento impreso de noticias de accidente en diferentes diarios (folio 20 a 23)

· Poderes otorgados por AMPARO BELTRAN GAMBOA, JUAN PABLO RESTREPO BELTRAN, ANGELICA MARIA UZCATEGUI BELTRAN, LUZ KARIME USCATEGUI BELTRAN, al abogado Diego Fernando Posada Grajales (folios 1 a 4)

· Escritura Pública N° 2580 del 20 de septiembre de 2013, de la Notaría 23 del Círculo de Medellín, por medio de la cual se CONFIERE PODER GENERAL por el representante legal de EPM al abogado LUIS FERNEY AGUDELO METAUTE, con sus respectivos soportes (folio 48 a 52)
· Certificación expedida por el Secretario del Comité de Conciliación de las Empresas Públicas de Medellín E.S.P. en el cual se autoriza presentar fórmula de arreglo por el 70% de los perjuicios morales para AMPARO BELTRAN GAMBOA, ELIZABETH RESTREPO BELTRAN Y JUAN PABLO RESTREPO BELTRÁN y por el 70% del lucro cesante para AMPARO BELTRAN GAMBOA y ELIZABETH RESTREPO BELTRAN (folio 54).
· Poder otorgado por el representante legal del establecimiento de comercio Himat-Lu  al abogado Antonio Restrepo Sánchez (folio 55).

· Certificado de registro mercantil del establecimiento de comercio Himat Lu  (folio 69).

· Poder otorgado por el representante legal de la sociedad Servicios Ambientales y Geográficos S.A. –S.A.G. S.A.- al abogado Jaime Andrés Cuartas Cardona (folio 57).

· Certificado de existencia y representación legal de Servicios Ambientales y Geográficos S.A. –S.A.G. S.A. (folio 65 a 68).

· Copias auténticas de la Póliza Nº 43129933 de CHUBB DE COLOMBIA, correspondiente a la Responsabilidad Civil Extracontractual; cuyo asegurado es SERVICIOS AMBIENTALES Y GEOGRAFICOS S.A. y/o EMPRESAS PÚBLICAS DE MEDELLIN E.S.P. y como beneficiario TERCEROS AFECTADOS dentro del contrato Nº CT-2012-001242 con una vigencia entre 29 de octubre del 2012 al diciembre 27 de 2014 (folios 71-72, 77-78)

· Copias auténticas de la Póliza Nº 43129844 de CHUBB DE COLOMBIA, correspondiente al amparo de Pago de Salarios y Prestaciones Sociales y el Cumplimiento del Contrato, cuyo asegurado es EMPRESAS PÚBLICAS DE MEDELLIN E.S.P. dentro del contrato Nº CT-2012-001242 con una vigencia entre 19 de octubre del 2012 al octubre  27 de 2017 (folio 73-76, 79-80)

· Copia autentica de las constancias de pago de las primas derivadas de las pólizas Nº 43129844 y 43129933 (folio 81-82).

d) No ser violatorio de la Ley:  
De conformidad con el acápite de pruebas, considera el Despacho que el acuerdo logrado no lesiona los intereses de EMPRESAS PÚBLICAS DE MEDELLIN E.S.P, toda vez que existe prueba suficiente de la responsabilidad endilgada a dicha entidad, dado que se acreditó que la víctima estaba realizando sus labores como empleado de una empresa contratista y sobre una tarabita propiedad de Empresas Públicas de Medellín E.S.P., ubicada en el Rio Porce en jurisdicción de la Hidroeléctrica Porce II, sin demostrarse por parte de la entidad pública una causal de exoneración.
Régimen de Responsabilidad aplicable:

Respecto de la Responsabilidad del Estado por la omisión en el deber de cumplir las obligaciones asignadas en la Constitución y en el ley, ha indicado el Consejo de Estado en providencia del 9 de Abril de 2014, M.P. Carlos Alberto Zambrano Barrera, Exp. No. 52001233100020020052001(28.974):

“En efecto, ésta surge a partir de la comprobación de que el daño se ha producido como consecuencia de una violación –conducta activa u omisiva- del contenido obligacional, determinado en la Constitución Política y en la ley, a cargo del Estado, lo cual constituye una labor de diagnóstico, por parte del juez, de las falencias en que incurrió la Administración y que implican un consecuente juicio de reproche. Por su parte, la entidad pública demandada solo podrá excluir su responsabilidad si prueba que su actuación no constituyó una vulneración a ese contenido obligacional que le era exigible, es decir, que acató los deberes a los que se encontraba obligada –positivos o negativos- o si demuestra que media una causa extraña, como la fuerza mayor, el hecho exclusivo y determinante de la víctima o el hecho también exclusivo y determinante de un tercero.

Se requiere, entonces, la concurrencia de dos factores: i) la comprobación de la ocurrencia de un incumplimiento omisivo del contenido obligacional impuesto normativamente a la Administración, de un lado y ii) la relación causal adecuada entre dicha omisión y la producción del daño, de otro
”.
Esto implica que la Entidad demandada tenía el deber de contar con los elementos propios de protección y seguridad, así como las respectivas indicaciones para la manipulación de estos equipos, otorgando así la seguridad y las condiciones necesarias para que se adelantaran las actividades para los cuales se requería dicho elemento. 

e) Respecto a la no afectación del patrimonio público
En relación con este aspecto el Consejo de Estado ha expresado:

“(…) la conciliación es un instituto de solución directa de los conflictos, constituida a partir de la capacidad dispositiva de las partes y cuya bondad como fórmula real de paz y como instrumento de descongestión de los despachos judiciales está suficientemente demostrada.

En tratándose de materias administrativas contenciosas para las cuales la Ley autoriza el uso de este mecanismo, dado el compromiso del  patrimonio público que le es inherente, la Ley establece exigencias especiales que debe tomar en cuenta el juez a la hora de decidir sobre su aprobación.

Entre dichas exigencias la Ley 446 de 1998, en el último inciso del artículo 73, prescribe que el acuerdo conciliatorio debe estar fundado en “las pruebas necesarias” que permitan deducir una alta probabilidad de condena contra el Estado en el evento de que el interesado decidiese ejercitar las acciones pertinentes, de modo tal que lo acordado no resulte lesivo del patrimonio público o violatorio de la Ley (…)

Teniendo en cuenta el material probatorio arrimado en el expediente y con base en lo anteriormente expuesto, es claro para el despacho que los derechos indemnizatorios conciliados y reclamados como morales y materiales, se acreditaron en primer lugar por el parentesco de los solicitantes y la víctima, y la tasación del lucro cesante derivado de la relación laboral que desempeñaba la víctima.

Igualmente el amparo contenido en las pólizas aportadas y que forman parte del contrato celebrado entre SERVICIOS AMBIENTALES Y GEOGRAFICOS S.A.G y EMPRESAS PÚBLICAS DE MEDELLIN, dan cuenta que las contingencias conciliadas se encuentran cubiertas por los eventos que se pudieren derivar Responsabilidad Civil Extracontractual en desarrollo del mismo, y atendiendo a que conforme a lo señalado por el apoderado de EMPRESAS PÙBLICAS DE MEDELLIN E.S.P. en tanto seria la compañía de seguros CHUBB DE COLOMBIA S.A. la que aceptó el amparo del riesgo de las EMPRESAS PÙBLICAS DE MEDELLIN E.S.P., menos aún podría deprecarse alguna afectación del patrimonio público. 
Finalmente, la conciliación fue TOTAL y con la misma, las partes contendientes le pusieron término al litigio sin que se mantenga ninguna situación pendiente de ser resuelta.
f) Respecto de la caducidad de la acción:
El artículo 164 del Código de procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo- Ley 1437 de 2011, preceptúa que para el medio de control de reparación directa, la demanda deberá presentarse dentro del término de los dos (2) años siguientes de la ocurrencia del hecho.
Es así como se encuentra soportado probatoriamente que el hecho ocurrió el 24 de octubre de 2013, por lo que a la fecha no han transcurrido los dos años señalados para que se configure la caducidad del medio de control de reparación directa. 

En conclusión, acreditado que el acuerdo conciliatorio contenido en el acta  de conciliación No 395 del 16 de julio de 2014, se encuentra debidamente respaldado en el acervo probatorio allegado al expediente y no resulta lesivo para el patrimonio público, se procederá a impartir aprobación al mismo.  
En mérito de lo expuesto, el JUZGADO VEINTE ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE MEDELLÍN,
RESUELVE
PRIMERO: APROBAR el acuerdo conciliatorio celebrado el 16 de julio de 2014, contenido en el acta de conciliación No 395, entre AMPARO BELTRAN GAMBOA, en nombre propio y en representación de su hija menor ELIZABETH RESTREPO BELTRAN; JUAN PABLO RESTREPO BELTRAN  en nombre propio y en representación de su hija MARIA FERNANDA RESTREPO; ANGELICA MARIA UZCATEGUI en nombre propio y en representación de su hijo JUAN MANUEL ORTIZ; LUZ KARIME USCATEGUI BELTRAN en nombre propio y en representación de su hijo FRANCISCO ALEJANDRO HERRERA USCATEGUI con EMPRESAS PÚBLICAS DE MEDELLIN E.S.P. y la sociedad SERVICIOS AMBIENTALES Y GEOGRAFICOS S.A. –S.A.G. S.A.-. 
SEGUNDO: En consecuencia, la EMPRESAS PÚBLICAS DE MEDELLIN E.S.P. y la sociedad SERVICIOS AMBIENTALES Y GEOGRAFICOS S.A. –S.A.G. S.A.-. Deberán reconocer y pagar, por PERJUICIOS MORALES favor de AMPARO BELTRAN GAMBOA, ELIZABETH RESTREPO BELTRAN y JUAN PABLO RESTREPO BELTRAN el valor correspondiente a la suma de ciento veintinueve millones trecientos sesenta mil pesos ($129.360.000) divido en tres partes iguales para cada uno de ellos; por PERJUICIOS MATERIALES en calidad de lucro cesante a favor de AMPARO BELTRAN GAMBOA  la suma de ochenta millones trescientos noventa y cuatro mil setecientos treinta y seis peses ($80.394.736) y  para ELIZABETH RESTREPO BELTRAN  la suma de veintidós millones trescientos tres mil seiscientos noventa y tres pesos ($22.303.693); para un total de indemnización de doscientos treinta y dos millones cincuenta y ocho mil cuatrocientos veintinueve pesos ($232.058.429). 
TERCERO: Del total de los valores antes acordado, le corresponderá pagar a EMPRESAS PÚBLICAS DE MEDELLIN E.S.P.  la suma de ciento doce millones ciento treinta y tres mil ochocientos trece pesos ($112.133.813); y a la sociedad SERVICIOS AMBIENTALES Y GEOGRAFICOS S.A. –S.A.G. S.A.- la suma de ciento diecinueve millones novecientos veinticuatro mil seiscientos dieciséis pesos ($119.924.616).  Valores que se cancelarán dentro de los treinta (30) días siguientes a la presentación de la respectiva cuenta de cobro ante cada entidad.
CUARTO: Una vez en firme la presente providencia, por medio de la Secretaría, expídase copia auténtica con constancia de ser primera copia que presta merito ejecutivo, de acuerdo a lo establecido en el artículo 115 del Código de Procedimiento Civil, la cual será entregada al mandatario judicial del demandante o a quien éste faculte, previa presentación personal del escrito de autorización.

QUINTO: Notifíquese personalmente la presente providencia, al representante del Ministerio Público, esto es, al señor Procurador asignado a este Despacho.
SEXTO: En firme esta providencia, pase el expediente para su archivo.
NOTIFÍQUESE
SANDRA LILIANA PÉREZ HENAO
JUEZ

	NOTIFICACIÓN POR ESTADO

JUZGADO VEINTE (20°) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO

En la fecha se notificó por ESTADO el auto anterior.

Medellín, 23 de octubre de 2014 fijado a las 8 a.m.

VERONICA MARIA PEDRAZA PIEDRAHITA
SECRETARIA 



NOTIFICACIÓN PERSONAL

JUZGADO VEINTE (20°) ADMINISTRATIVO ORAL DE MEDELLÍN
Medellín, _______________________________________

COMPARECIÓ EL SEÑOR PROCURADOR JUDICIAL DELEGADO ANTE 

ESTE DESPACHO QUIEN SE LE NOTIFICO PERSONALMENTE 
EL CONTENIDO DEL AUTO ANTERIOR.
____________________________________________

PROCURADOR JUDICIAL No 167
M.D.B.
05001333302020140100600
� Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 8 de marzo de 2007, expediente 27434.
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